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	ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“2015, Año de la Lucha Contra el Cáncer”


	



Iniciativa con proyecto de decreto para modificar el contenido de la Fracción III del Artículo 17  de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza.

· En relación al derecho de petición.

Planteada por la Diputada Yolanda Olga Acuña Contreras, conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional “Alonso Lujambio Irazábal”.

Primera Lectura de la Iniciativa: 9 de Septiembre de 2015.

Segunda Lectura de la Iniciativa: 30 de Septiembre de 2015.
Turnada a las Comisiones Unidas de Transparencia y Acceso a la Información y de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia.
Primera Lectura del Dictamen: 

Segunda Lectura del Dictamen: 

Declaratoria:

Decreto No. 
Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado:
H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

PRESENTE.- 

Iniciativa que presenta  la Diputada Yolanda Olga Acuña Contreras conjuntamente con los Diputados  integrantes del Grupo Parlamentario “Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal” del Partido Acción Nacional; en ejercicio de la facultad legislativa que nos concede el artículo 59 Fracción I, 67 Fracción I y 196 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, y con fundamento en los artículos 21 Fracciones IV y 152 fracción I de la Ley Orgánica del Congreso Local, presentamos una INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO PARA MODIFICAR EL CONTENIDO DE LA FRACCIÓN III DEL ARTÍCULO 17  DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

Con base en la siguiente:

Exposición de motivos
El derecho de petición establecido en el artículo 8º  de la Constitución General, cubre uno de los derechos más amplios de todos los mexicanos, el derecho de dirigir peticiones formales y por escrito de todo tema, asunto o materia a nuestras autoridades de los tres órdenes de gobierno, y de los organismos públicos reconocidos por la estructura legal y gubernamental mexicana. Es un derecho esencial que no pierde vigencia, y que antes bien, cobra más fuerza y utilidad cada día para la sociedad en general.

Sin embargo es un derecho que en la práctica plantea dos grandes ejes o abanicos de problemas para poder ejercerlo con plenitud y obtener de la autoridad una respuesta, favorable o desfavorable, quizá una respuesta que reencauce la petición  o niegue la competencia para resolver el asunto planteado, pero, al final, una respuesta que en tiempo y forma debe recibir el peticionario.  Para abreviar, nos referimos a estos problemas de de la siguiente manera:
Los problemas de forma y fondo; que se basan en las diferencias que existen entre escritos que pareciendo similares, no lo son, y se rigen por legislación diferente; a saber:

I.- El oficio simple, muy utilizado hasta el día de hoy, pero, que al no ser un derecho de petición formal, o contar con la leyenda correspondiente en la parte superior del texto, hace que la autoridad no se sienta ni esté obligada a responder.

II.- El acceso a la información, que es cuando el interesado solicita información o documentos públicos, pero, debe encaminar su escrito con las formas y requisitos que establece la ley del rubro.

III.- Las promociones legales dentro de un procedimiento judicial, administrativo o arbitral, que son aquellos escritos que, debiendo observar una rigurosa forma y reglas de redacción (lenguaje técnico-jurídico), son para solicitar o pedir determinadas cosas dentro de los procesos ya señalados. Estos se rigen por las leyes de la materia, y generalmente se requiere la asesoría o apoyo de un abogado profesional o un defensor de oficio.

Ante los diversos tipos de escritos, que en el fondo podemos decir que se tratan de “peticiones”, lo cierto es que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido en diversos criterios recientes que el Derecho de Petición es aquel que cubre los requisitos mínimos en cuanto al objetivo que se persigue, y que el peticionario no puede invocar como tal otros derechos como el de acceso a la información, o el que ejercen las partes dentro de un proceso legal; sino que, al contrario, deben apegarse a la ley y recursos del caso específico.

Las evasivas de las autoridades para cumplir con el Derecho de Petición: Las autoridades, aún en los casos donde el peticionario cumple con los requisitos de forma y de fondo; esto es, coloca la leyenda “Derecho de Petición” en su escrito, señala con precisión lo que pide y ofrece domicilio para ser notificado, suelen ser omisas para brindar en tiempo y forma la respuesta que el ciudadano merece, sea esta positiva, negativa, informativa o de reencauzamiento de su petición.
Las razones pueden ser variadas, desde simple apatía, hasta ignorancia de la ley o corrupción, traducida como la pasividad consiente y dolosa de la autoridad para no responder al peticionario. Apelando, entre otras cosas, a que en caso de no haber respuesta en el plazo establecido en la fracción III del artículo 17 de nuestra constitución, la omisión deberá ser combatida vía una demanda de Amparo.
Oportuno resulta el citar los siguientes criterios emitidos por la Suprema Corte de Justicia de la Nación sobre el tema objeto de la presente iniciativa:

Novena Época

Registro: 171794

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Tesis Aislada

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo: XXVI, Agosto de 2007

Materia(s): Administrativa

Tesis: I.7o.A.536 A

Página: 1617

DERECHO DE PETICIÓN. AUN CUANDO LA AUTORIDAD A QUIEN SE DIRIGE LA SOLICITUD ARGUMENTE CARECER DE COMPETENCIA PARA DAR LA RESPUESTA CORRESPONDIENTE, ÉSTA DEBE FUNDAR SU ACTUACIÓN PARA QUE EL GOBERNADO COMPRUEBE DICHA CIRCUNSTANCIA, EN CUMPLIMIENTO A LA CITADA GARANTÍA INDIVIDUAL Y AL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA.

El derecho de petición consiste en que a toda solicitud de un gobernado corresponde la obligación de la autoridad a quien se dirige, o en su caso, de aquella a la que se le haya turnado, de dar una respuesta congruente con lo solicitado, debidamente fundada y motivada, además de notificarla a aquél. Por otra parte, la competencia del órgano administrativo está conformada por el conjunto de atribuciones o facultades que le corresponden, las cuales se encuentran generalmente en forma expresa y, por excepción, tácitamente dentro de los ordenamientos legales aplicables en cada caso, lo cual genera certeza jurídica a los gobernados respecto de qué órgano del Estado es al que corresponde afectar válidamente su esfera jurídica. Consecuentemente, aun en aquellos casos en los que la autoridad alegue no tener competencia para responder congruentemente una petición emitida por algún gobernado, es indispensable que en el acuerdo que dicte, cite en forma expresa y clara aquellos preceptos que fijan su competencia y, por tanto, delimitan su campo de acción, para respetar el derecho de petición y el principio de seguridad jurídica tutelados, respectivamente, por los artículos 8o. y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y así el gobernado se encuentre en posibilidad de comprobar si aquella autoridad carece o no de las facultades necesarias para proporcionar la información solicitada.

Novena Época

Registro: 174911

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Tesis Aislada

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo : XXIII, Junio de 2006

Materia(s): Común

Tesis: VI.2o.A.21 K

Página:  1149

DERECHO DE PETICIÓN. LA NEGATIVA DE LA AUTORIDAD A RECIBIR EL ESCRITO QUE CONTIENE LA SOLICITUD DEL QUEJOSO, DEBE TENERSE COMO ACTO RECLAMADO EN EL JUICIO DE AMPARO.

Si el quejoso alega en la demanda de amparo que no se le ha dado respuesta a una petición, pero de la misma demanda y de su aclaración se desprende que las autoridades responsables no le han recibido el escrito mediante el cual formuló dicha petición, es evidente que debe tenerse como acto reclamado la negativa de la autoridad para recibirle tal escrito; lo anterior es así, porque el derecho de petición consagrado a favor de los gobernados y que en el caso constituye la garantía que el quejoso estima violada, no puede traducirse únicamente en que la autoridad conteste la solicitud que se le formula, sino que tal garantía se integra o constituye por varias etapas, siendo la primera de ellas, la consistente en que la autoridad a la que se dirige el escrito respectivo, lo reciba; la segunda, la relativa a la emisión del acuerdo que corresponda a dicha solicitud, en el sentido que lo considere procedente, pudiendo en este caso hacerse algún requerimiento o solicitarse alguna aclaración al particular para estar en aptitud de emitir el referido acuerdo y, finalmente, que se dé a conocer dicha resolución al interesado, en estricto cumplimiento a lo señalado por el artículo 8o. constitucional. Por ello, la negativa de recibir un escrito, obstaculiza el ejercicio de ese derecho, cuestión que sólo puede ser atribuida a la autoridad y que evidentemente, resultaría violatoria de la garantía consagrada en el precepto constitucional citado.

Novena Época

Registro: 171484

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Tesis Aislada

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo : XXVI, Septiembre de 2007

Materia(s): Administrativa

Tesis: XV.3o.38 A

Página:  2519

DERECHO DE PETICIÓN. LA AUTORIDAD SÓLO ESTÁ OBLIGADA A DAR RESPUESTA POR ESCRITO Y EN BREVE TÉRMINO AL GOBERNADO, PERO NO A RESOLVER EN DETERMINADO SENTIDO.

La interpretación del artículo 8o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos permite sostener que a toda petición escrita de los gobernados a una autoridad, debe recaer una respuesta por escrito y en breve término, a fin de evitar que ignoren la situación legal que guarda aquélla; empero, el derecho de petición no constriñe a la autoridad a resolver en determinado sentido, sino sólo a dar contestación por escrito y en breve término al peticionario.

De acuerdo a los criterios de la Suprema Corte, el derecho de petición consta de los siguientes elementos mínimos a cubrir por parte del peticionario:
I.- Debe constar en la parte superior de la primera hoja del escrito la Leyenda: “Derecho de Petición”, u otra similar que deje en claro de qué se trata. O bien, que se desprenda de la redacción del escrito que  versa sobre el Ejercicio del Derecho de Petición.

II.- La petición debe hacerse por escrito.

III.- Debe ser clara y precisa.

IV.- Debe ser pacífica y respetuosa.

V.- Debe tratar sobre un asunto, tema o objeto que no sea  tutelado por otra ley distinta, como el Acceso a la Información, o las promociones que se presentan dentro de los procesos legales de tipo judicial, administrativo o arbitral.

La autoridad por su parte está obligada, ante un derecho de petición, a lo siguiente:

I.- Responder en tiempo y forma al peticionario, sin que ello implique darle la razón o complacerlo en lo que pide; pero debe ser debidamente fundamentada la respuesta.

II.- En caso de ser incompetente para conocer del asunto, debe brindarle una respuesta fundamentando tal circunstancia y reorientando al peticionario para que presente su escrito en donde corresponda, o bien, que se avenga a la ley especifica cuando se trate de peticiones que deben hacerse bajo el amparo de una ordenamiento determinado y con las formalidades que ésta dispone.

III.- Si hay duda o no es claro el escrito, hacérselo saber en breve tiempo al peticionario para que subsane estas omisiones o imprecisiones.

La Suprema Corte ha reconocido también que el Derecho de Petición puede hacerse por Internet, siempre que la autoridad destinataria del mismo posea el marco legal o reglamentario para ello, y la tecnología para atender este tipo de trámites.
En las dependencias públicas federales, especialmente en algunas secretarías de estado, podemos ver que poseen dos oficinas: una para recibir solicitudes de acceso a la información, y otra para recibir derechos de petición.
En los estados, lamentablemente falta mucho por hacer para ampliar las facilidades en la materia, regular con precisión este derecho, y dotar a los ciudadanos de un marco jurídico eficiente.

Por lo anteriormente expuesto, presentamos el siguiente: 
PROYECTO DE DECRETO
ARTÍCULO ÚNICO: Se  modifica el contenido de la fracción III del artículo 17    de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

 Artículo 17.......

I a la II.
III. A ejercer el derecho de petición ante las autoridades del Estado y sus municipios, debiendo éstas contestar dentro de un plazo máximo de 15 días hábiles, contados desde la fecha en que se recibe la petición, siempre que se hagan conforme a la ley y cuando ésta no marque un término distinto. 
Los ciudadanos tienen en todo momento el derecho a ser orientados por la autoridad para presentar sus peticiones, y en su caso, a contar con formatos preestablecidos para el ejercicio de este derecho.

Las autoridades, con la regulación debida, podrán establecer la vía electrónica para  recibir y resolver estas solicitudes.  

La  ley establecerá los requisitos y formas para  el ejercicio del derecho de petición, así como las sanciones que correspondan a las autoridades que lo infrinjan. 
IV.-….

Transitorios:

PRIMERO.- Este decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente decreto.

Saltillo Coahuila, a 09 de septiembre del 2015

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA  Y UNA VIDA MEJOR Y MAS DIGNA PARA TODOS” GRUPO PARLAMENTARIO  “Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”

DIP. YOLANDA OLGA ACUÑA CONTRERAS
DIP. JOSÉ ARMANDO PRUNEDA VALDEZ

DIP. JESÚS DE LEÓN TELLO
DIP. LARIZA MONTIEL LUIS

      COORDINADOR
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